ACCION DE REPARACION DIRECTA - Por incursión guerrillera / INCURSION GUERRILLERA - De las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia a instalaciones de la Policía, Registraduría y Juzgado Promiscuo del Municipio de Valparaíso, Caquetá / INCURSION GUERRILLERA - Causó la muerte a trabajadora de Cuartel de la Policía Nacional al caerle pared derribada por artefacto explosivo / DAÑO ANTIJURIDICO - Muerte de Auxiliar Segunda de Cuartel de la Policía Nacional por ataque guerrillero en Municipio de Valparaíso el 4 de agosto de 1997 / MUERTE DE TRABAJADORA DE CUARTEL DE LA POLICIA NACIONAL - En incursión guerrillera en instalaciones de la Policía Nacional donde laboraba como aseadora y cocinera / CONFRONTACION ARMADA - Entre grupo armado al margen de la ley y miembros de la fuerza pública por ofensiva guerrillera / GRUPO AL MARGEN DE LA LEY - Causó la muerte de miembro de la Policía
El 1.º de septiembre de 1996, la señora Yolanda Cárdenas Murcia ingresó a trabajar como auxiliar segundo en la Policía Nacional y fue asignada al cuartel del municipio de Valparaiso (Caquetá), donde se encargaba del aseo de las instalaciones y la elaboración de los alimentos para los uniformados. (…) El 4 de agosto de 1997, a las 5:30 p.m. un grupo insurgente perteneciente a las FARC incursionó en el municipio de Valparaíso (Caquetá) atacando con armas de destrucción masiva, entre otras,  las instalaciones donde funcionaba la Policía, la Alcaldía, la Registraduría y el Juzgado Promiscuo Municipal. (…) La señora Cárdenas murió en el marco del ataque guerrillero porque le cayó una pared de la Estación de Policía derribada con un mortero.
VICTIMAS DE CONFLICTO ARMADO INTERNO - Reparación integral / REPARACION A VICTIMAS DE CONFLICTO ARMADO INTERNO - Por omisión del Estado en sus deberes de protección, seguridad y advertencia frente a posibles confrontaciones armadas / REPARACION INTEGRAL A VICTIMAS DE CONFLICTO ARMADO INTERNO - Mandato constitucional para garantizar la vigencia del Estado Social de Derecho
Dada la necesidad de privilegiar los principios de solidaridad y equidad frente a las víctimas del conflicto armado interno que históricamente ha vivido el país y, dados los daños infringidos a los asociados, en razón del mismo, ha destacado el deber general del Estado de procurar, en la medida de lo posible, el imperio de las instituciones y de reparar cuando los derechos e intereses particulares resultan afectados, porque el daño se hubiera podido evitar o repeler y, en todo caso, las víctimas tenían que haber sido advertidas, protegidas y en general  excluidas de la confrontación. (…) con el fin de garantizar la vigencia del Estado social de derecho,  fórmula política que reclama especialmente por el enaltecimiento de la dignidad humana, esta Sección  con apoyo del artículo 90 constitucional en múltiples pronunciamientos ha dispuesto la reparación siempre que en eventos como los que ahora se estudia resulte afectado un particular ajeno al conflicto.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 90

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por muerte de trabajadora de la Policía Nacional en ataque guerrillero / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL - Existente por realizar funciones la víctima en la institución policial ajenas al conflicto armado en el que perdió la vida / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL - Por insuficiencia en las medidas de protección y seguridad a la población civil y a sus funcionarios frente a incursión guerrillera / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL - Por extender los riesgos del ejercicio de la fuerza pública al personal civil designado únicamente para labores administrativas o asistenciales
Los daños causados a la señora Cárdenas Murcia han de imputarse a la parte demandada, comoquiera que la antes nombrada no tenía que perder su vida prestando servicios asistenciales a la Policía, en razón de una confrontación bélica que le es ajena, así la demandada sostenga que fue el grupo insurgente quien ejecutó el hecho; pues, como se ve, sin perjuicio de las medidas dirigidas a repeler el ataque para mantener el orden público y proteger a la población civil, lo cierto tiene que ver con que respecto de la actora las acciones resultaron insuficientes. (…) dentro del devenir propio del conflicto, los miembros de las fuerzas militares y de policía que participan como combatientes pueden resultar afectados en su integridad física y espiritual, pues en el ejercicio de la misión que se les ha confiado son blanco del ataque enemigo, esta carga no se ha extendido al personal civil que trabaja en labores administrativas o asistenciales salvo cuando participa directamente de las hostilidades. Por esta razón como acontece con la población civil, deben ser excluidos, advertidos y protegidos en sus derechos y libertades ciudadanas.
PROTECCION A LA POBLACION CIVIL - Debe ser excluida, advertida y protegida frente al conflicto armado interno por tener la fuerza pública el monopolio de las armas y el mantenimiento del orden público / REPARACION DE PERJUICIOS - Obligación de las instituciones encargadas de proteger a la población civil así el ataque haya sido perpetuado por una organización ajena al Estado / REPARACION DE PERJUICIOS A VICTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO - En cumplimiento de los principios de equidad y solidaridad
La obligación resarcitoria no depende de quien perpetró el ataque, sino sobre quien recae la obligación de protección de la población civil, en un Estado de derecho en el que el monopolio de las armas y del mantenimiento del orden le han sido confiados, a la fuerza pública; sin perjuicio de las acciones, a todas luces reprochables a la luz del derecho internacional humanitario del grupo insurgente. Cabe en este caso, en consecuencia, acudir a la equidad y la solidaridad para restablecer a la actora en sus derechos a la convivencia pacifica  y al orden justo y así mismo exigir de las autoridades la protección de su integridad física y moral.

PERJUICIOS MORALES - Reconocimiento a madre, hijos y hermanas de la víctima por acreditar su parentesco 
En la demanda se solicitó por este concepto a favor de Mariela Murcia Cano (madre), Margarita, Luz Dary, Jacqueline, Sandra Milena y Deisy Yamile Cárdenas Murcia (hermanas) y de los menores Jhon Wilder Samboni Cárdenas, Luis Eduardo Sanboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia (hijos) el equivalente a 1.500 gramos oro. (…) la Sala considera procedente reconocer a favor de los demandantes una indemnización por concepto de perjuicio moral, pues, de conformidad con la jurisprudencia de la Sección Tercera, el parentesco en primer y segundo grado de consanguinidad, el cual por mandato de la ley se acredita con el registro civil de nacimiento, constituye un hecho probado al partir del cual se infiere, con ayuda de las reglas de la experiencia, el dolor que padecen los padres, esposa o compañera permanente, hijos y hermanos de la persona que sufre un daño, en razón de las relaciones de afecto que, por regla general, existen entre quienes se encuentran en los grados de consanguinidad referidos. 
PERJUICIOS MATERIALES - Lucro cesante / LUCRO CESANTE - Reconocimiento a hijos de la víctima por acreditar su dependencia económica dada su corta edad
Por este concepto en la demanda se solicitó a favor de los hijos de la víctima directa Jhon Wilder y Luis Eduardo Samboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia, el reconocimiento hasta su mayoría de edad de los dineros con los que su madre como auxiliar administrativo de la Policía Nacional, contribuía con su sostenimiento. En el proceso, se encuentra demostrado que la fallecida laboraba al servicio de la Policía Nacional, como auxiliar administrativo 2, recursos con los cuales atendía los gastos familiares. De acuerdo con la certificación emitida por el Jefe Sección Administrativa OFITE, para el mes de agosto de 1997 sus ingresos salariales totales eran de $404.117. (…) se concederá a los menores Jhon Wilder Samboni Cárdenas, Luis Eduardo Samboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia, el lucro cesante teniendo en cuenta para ello, que en la demanda se solicitó que este reconocimiento se haga hasta que cumplan la mayoría de edad
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Actor: MARIELA MURCIA DE CARDENAS Y OTROS

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL

Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, contra la sentencia proferida el 12 de agosto de 2004 por el Tribunal Administrativo del Caquetá que negó las pretensiones de la demanda.   
I. ANTECEDENTES

1. Pretensiones

El 28 de julio de 1999, en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, por intermedio de apoderado judicial, las señoras Margarita, Luz Dary, Jacqueline, Sandra Milena Cárdenas Murcia y Mariela Murcia Cano esta última actuando en su nombre, en el de su hija Deisy Yamile Cárdenas Murcia y como tutora general de los menores Jhon Wilder Samboni Cárdenas, Luis Eduardo Samboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia presentaron demanda contra la Nación -Ministerio de Defensa- Policía Nacional, con base en las siguientes pretensiones: 

“PRIMERA.- Que LA NACIÓN-MINISTERIO DE LA DEFENSA NACIONAL es responsable patrimonialmente de los perjuicios materiales y morales que le fueron ocasionados a los demandantes por la muerte  de la señora YOLANDA CÁRDENAS MURCIA ocurrida el día 04 de Agosto de 1.997 en el Municipio de Valparaíso Departamento del Caquetá, como consecuencia del ataque terrorista realizado por un grupo de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) a diferentes oficinas públicas entre ellas, La Alcaldía Municipal, La Registraduría Municipal, El Juzgado Único Promiscuo Municipal y el Cuartel de la Policía acantonada en ese Municipio, utilizando armas de destrucción masiva como morteros, granadas, bombas, etc.
SEGUNDA.- Que como consecuencia de lo anterior declaración se condene a la NACIÓN MINISTERIO DE LA DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL a reconocer y a pagar por perjuicios morales a los demandantes las siguientes sumas:

A MARIELA MURCIA DE CÁRDENAS, MARGARITA, LUZ DARY, JACQUELINE y SANDRA MILENA CÁRDENAS MURCIA, para cada una, el equivalente en pesos Colombianos de mil quinientos (1.500) gramos de oro fino, según su precio internacional certificado por el Banco de la República para el día 4 de agosto de 1.997.

El valor del gramo de oro deberá ser indexado de acuerdo al índice de precios al consumidor existente entre el día 4 de agosto de 1997 y la fecha de la sentencia definitiva o auto que apruebe la conciliación correspondiente.

A los menores JHON WILDER SAMBONI CÁRDENAS, LUIS EDUARDO SAMBONI CÁRDENAS, AMILCAR ANDRÉS CÁRDENAS MURCIA Y DEISY YAMILE CÁRDENAS MURCIA el equivalente en pesos Colombianos de mil quinientos (1.500) gramos de oro fino, a cada uno de ellos, según su precio internacional certificado por el Banco de la República para la fecha del 4 de agosto de 1997.

El valor del gramo de oro deberá ser indexado de acuerdo al índice de precios al consumidor existente entre el día 4 de agosto de 1997 y la fecha de la sentencia definitiva o auto que apruebe la conciliación correspondiente.

TERCERO. Que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE LA DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL  a reconocer y pagar por perjuicios materiales a los menores JHON WILDER SAMBONI CÁRDENAS, LUIS EDUARDO SAMBONI CÁRDENAS y AMILCAR ANDRÉS CÁRDENAS MURCIA como hijos de YOLANDA CÁRDENAS MURCIA, quienes actúan  representados por la señora MARIELA MURCIA DE CÁRDENAS, como Tutora General y Guardadora General respectivamente  y teniendo en cuenta las siguientes bases de liquidación:

a.- El salario que devengaba  para el día 4 de agosto de 1997 la señora YOLANDA CÁRDENAS MURCIA, fecha de su fallecimiento  como auxiliar segunda adscrita a la Policía Nacional.

b.- La edad que tenía la señora YOLANDA CÁRDENAS MURCIA a la fecha de su fallecimiento.

c.- La vida probable de YOLANDA CÁRDENAS MURCIA  según las tablas de supervivencia aprobadas por la Superintendencia Bancaria.

d) La edad que tienen los menores JHON WILDER y LUIS EDUARDO SAMBONI CÁRDENAS y AMILCAR ANDRÉS CÁRDENAS MURCÍA, hasta que cumplan su mayoría de edad.

e.- Las prestaciones sociales, tales como primas de Navidad y Servicios, vacaciones, bonificaciones, cesantías, intereses a las cesantías, salarios, primas de zona de orden público y demás emolumentos salariales y prestacionales que devengaría la señora YOLANDA CÁRDENAS MURCIA, durante el transcurso de su vida.

f.- Las anteriores sumas dinerarias, deberán actualizarse, de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor certificado por el DANE entre el día 4 de agosto de 1.997 y la fecha en que quede en firme la providencia que ponga fin al proceso, y proyectada hasta el año 2.030 promedio de vida de la señora YOLANDA CÁRDENAS MURCÍA.

QUINTA. La suma así causada devengará los intereses previstos en el artículo 177 del C.C.A. y se ejecutará en los términos establecidos en el artículo 176 del Código Contencioso Administrativo.

SEXTA. Sírvase señor Magistrado Ponente de conformidad con el art. 171 de la Ley446 de Julio 7 de 1.998 condenar en costas a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, en los términos del Código de Procedimiento Civil” (fls. 42 a 44, c. 1).
2. Fundamentos de hecho

Como soporte de las anteriores pretensiones se plantearon los siguientes supuestos de hecho:

2.1 El 1.º de septiembre de 1996, la señora Yolanda Cárdenas Murcia ingresó a trabajar como auxiliar segundo en la Policía Nacional  y fue asignada al cuartel del municipio de Valparaiso (Caquetá), donde se encargaba del aseo de las instalaciones y la elaboración de los alimentos para los uniformados.

2.2 El 4 de agosto de 1997, a las 5:30 p.m. un grupo insurgente perteneciente a las FARC incursionó en el municipio de Valparaíso (Caquetá) atacando con armas de destrucción masiva, entre otras,  las instalaciones donde funcionaba la Policía, la Alcaldía, la Registraduría y el Juzgado Promiscuo Municipal.

2.3  La señora Cárdenas murió en el marco del ataque guerrillero porque le cayó una pared de la Estación de Policía derribada con un mortero.

2.4   Para el momento de los hechos, la mayoría de los uniformados que prestaban sus servicios en el municipio se encontraban jugando un partido de fútbol, es decir, estaban por fuera de la Estación y los tres que permanecían allí una vez iniciaron los ataques salieron para poner a salvo sus vidas, por lo cual, la señora Yolanda quedó totalmente desprotegida.

3. Oposición a la demanda

Mediante escrito presentado el 4 de febrero de 2000, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional contestó la demanda
. Para el efecto señaló que la señora Cárdenas fue una víctima más de las conductas antijurídicas de los grupos insurgentes, por lo cual, la responsabilidad sobre los hechos no podría extenderse al ente estatal, al tiempo manifestó que, debía tenerse en cuenta que resulta imposible que a cada colombiano se le asigne un miembro de la fuerza pública que vele por su seguridad.

Así mismo, manifestó que en este caso no se cumplen los supuestos para que se atribuya la responsabilidad al Estado por algún régimen objetivo, pues los daños causados con la incursión terrorista no se produjeron en medio del fuego cruzado (fls. 66 a 68, c. 1). 

4. Alegatos de conclusión

4.1 El 31 de mayo de 2004, la parte demandada presentó alegatos de conclusión, (fls. 123 a 128, c. 1) en los que enfatizó que no se puede responsabilizar a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por la muerte de la señora Yolanda Cárdenas Murcia, por cuanto esta tuvo como única causa el ataque indiscriminado perpetrado por el grupo terrorista de las FARC.

Recordó que, por lo sorpresivo del ataque, los uniformados que se encontraban en actividades de integración con la comunidad  tuvieron que tratar de repelerlo desde diversos sitios de la población, viendo menguada su posibilidad real de apoyar a sus compañeros que se encontraban de servicio en la Estación de Policía y que desde allí defendieron valerosamente a los habitantes de Valparaíso (Caquetá).

4.2 Por su parte, el 3 de junio de 2004, la parte demandante presentó alegatos de conclusión, (fls. 129 a 134, c. 1) en los que a partir de un análisis de la pruebas allegadas al proceso reiteró que la señora Cárdenas Murcia no debió perder su vida, porque se desempeñaba como auxiliar administrativo, es decir, en una actividad ajena a los riesgos propios de la actividad policial.

5. Sentencia recurrida

En sentencia del 12 de agosto de 2004, el Tribunal Administrativo del Caquetá negó las pretensiones de la demanda. 

Encontró que el daño causado a los demandantes es antijurídico, pues constituye una vulneración injustificada del derecho a la vida de la señora Yolanda Cárdenas Murcia, sin embargo, consideró que dicho perjuicio no podía imputarse a la entidad demandada por cuanto la Policía Nacional repelió el ataque con los medios disponibles, sin que pueda catalogarse de ineficiente por el hecho de que algunos uniformados estuvieran en actividades de integración con la comunidad, pues esas laborales son parte comprensiva de las tareas que cumple un cuerpo civil armado.

Igualmente, el a quo manifestó que el hecho de que la agresión subversiva se haya dirigido contra objetivos representativos del Estado como la Estación de Policía, tampoco tiene la virtualidad de comprometer la responsabilidad de la administración ya que la incursión guerrillera fue sorpresiva y de tal magnitud que los miembros de la fuerza pública no tuvieron la posibilidad de contenerla.  

Al final, señaló  que la señora Yolanda Cárdenas pese a no pertenecer a la fuerza pública corría el mismo riesgo que los efectivos, por el solo hecho de trabajar en la sede de la Policía Nacional (fl. 139 a 149, c. 1).
6. Recurso de apelación

El 19 de agosto de 2004, la parte demandante presentó recurso de apelación.

Como argumentos de inconformidad planteó los siguientes: i) el número de policías que prestaban sus servicios en el municipio de Valparaíso (Caquetá) era insuficiente; ii) si bien la Policía Nacional puede cumplir funciones de integración, ellas deben hacerse cuando las condiciones del orden público lo permitan y iii) como a cualquier civil a la señora Yolanda Cárdenas Murcia no podía sometersele a los riesgos de confrontación armada y por tanto debía garantizarse su integridad (fls. 160 y 161, c. ppal.). 

7. Alegatos de conclusión en segunda instancia

7.1 El 16 de junio de 2005 (fls. 169 a 186, c. ppal.), la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional presentó alegatos de conclusión en los que manifestó que el Estado no puede ser responsabilizado por todos los eventos en que los particulares resulten afectados, toda vez que, ello desconocería la realidad que vive el país y su capacidad de respuesta.

De la misma forma, manifestó que los daños ocasionados por la subversión a particulares no son consecuencia directa de la lucha contra el Estado, sino de la acción criminal de los grupos insurgentes contra toda la población, de donde emerge la exclusión de su responsabilidad (fls.169 a 186, c.1).

7.2 El 16 de junio de 2005, la parte  demandante presentó alegatos de conclusión en los que reiteró los planteamientos de la demanda y el recurso de apelación (fls. 187 y 188, c.2).

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia 
La Sala es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de primera instancia, dado que la cuantía de las pretensiones alcanza la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988
, para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia ante esta Corporación.

2. Caducidad

El artículo 136 del C.C.A. preceptúa:

         (…) 

8. La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa.

(…)
Entonces, como la presente demanda de reparación directa se formuló el 28 de julio de 1999 y los hechos que la motivaron acaecieron el 4  de agosto de 1997, resulta claro que el término de caducidad no se completó y que, por tanto, la Sala se encuentra autorizada para pronunciarse sobre el fondo del sub lite.

3. Problema jurídico

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 12 de agosto de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá, con miras a determinar la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por los daños causados a la demandante, a raíz del ataque guerrillero de que fuera objeto la población de Valparaiso (Caquetá), el 4 de agosto de 1997. 

Debe en consecuencia la Sala entrar a analizar el daño y los hechos probados, con miras a establecer si aquél resulta imputable a la acción u omisión de la entidad demandada, pues, de ser ello así, las pretensiones de reparación en contra de la Nación deberán prosperar.
4. Hechos probados

De conformidad con las pruebas aportadas al plenario, se tienen probados los siguientes hechos relevantes para resolver la controversia:
· Se sabe que la señora Yolanda Cárdenas Murcia fue auxiliar segundo en el Departamento de Policía del Caquetá, desde el 1.º de septiembre de 1996 hasta su fallecimiento.  De esto da cuenta la certificación emitida por el coordinador del Grupo de Archivo General de la citada institución (fl.280, c.2).

· Se conoce que el 4 de agosto de 1997, la señora Cárdenas Murcia murió mientras se encontraba prestando sus servicios en la Estación de Policía de Valparaíso (Caquetá)
. Sobre las causas de su muerte la necropsia practicada por el Instituto Departamental de Salud del Caquetá concluyó: 

“CONCLUSIÓN

YOLANDA CÁRDENAS, mujer joven  que fallece por Shock Neurogénico agudo secundario, aplastamiento de bóveda craneana y cara” (fl. 308, c.2).
· Se encuentra establecido que el 4 de agosto de 1997 aproximadamente a las 5: 30 p.m. un grupo de insurgentes incursionó al municipio de Valparaíso (Caquetá), en contra de la Estación de Policía y otras sedes de instituciones estatales, así como algunos establecimientos de comercio. En estos hechos perdió la vida la señora Yolanda Cárdenas, quien en ese momento se encontraba en la estación.

Sobre el particular se allegaron los siguientes informes:

En escrito remitido por el Director Seccional del DAS al Tribunal Administrativo del Caquetá, el funcionario refirió:

04-AGO-97. INCURSIÓN. VALPARAÍSO. De las  17:30 a las 22:00 horas, aproximadamente 100 integrantes de los frentes XXXII y XLIX de las farc que se movilizaban en un bus y camionetas tipo campero, procedentes de la inspección  de Santiago de la Selva, incursionaron en el perímetro urbano atacando la Estación de Policía con granadas y rockets, quemando las instalaciones de la Caja Agraria, Juzgado Promiscuo Municipal, Alcaldía, Registraduría y varios establecimientos comerciales. En la acción terrorista resultaron muertos YOLANDA CÁRDENAS MURCIA C.C.40.767.641  de Florencia, quien laboraba en el casino de la policía local y PEDRO PABLO MARTÍNEZ, de 65 años; además fueron heridos los Patrulleros EDUARD MARTÍNEZ OLIVERA y HERMES ARCILA RAMÍREZ (fl.23, c.2).
De otra parte, en el informe rendido, el 8 de agosto de 1997, por el Comandante del Departamento de Policía del Caquetá a la Dirección General de la institución, sobre el particular se registró:

“El día en mención, siendo aproximadamente las 17: 15 horas, la población de Valparaíso-Caquetá fue objeto de incursión subversiva, por parte de los frentes Tercero, “Teófilo Forero” (móvil) y el frente Cuarenta y Ocho de las autodenominadas Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC, donde el primer frente en mención realizó tres (3) retenes en los siguientes puntos:

1. Retén sobre la vía que de Florencia comunica con el Municipio de Morelia, en la vereda Tres Esquinas.

2. Retén sobre la vía que del Municipio de Morelia comunica con el municipio de Valparaíso, en el sitio denominado Caja Agraria, donde aprovecharon para atracar varios vehículos que transitaban por la mencionada vía.

3. Retén sobre la vía, que del municipio de Morelia comunica con el municipio de Belén de los Andaquíes, en el sitio conocido como “La Tigrera”.

Mientras funcionaban estos retenes, los frentes “Teófilo Forero” (móvil) y cuarenta y ocho incursionaban a la población utilizando armamento de largo alcance y diferentes calibres, como fusil Galil 7.62, fusil Galil 5.56, Fusil AK-47 como también granadas de fusil, de mano, de fragmentación y de fabricación casera, destruyendo en su totalidad las instalaciones de la Estación de Policía, la Alcaldía Municipal y todas sus dependencias, Juzgado Único Promiscuo Municipal, parte de las oficinas de la Caja Agraria, establecimientos públicos y residencias de particulares.
(…)

PERSONAL PROPIO MUERTO

A2. CÁRDENAS MURCIA YOLANDA” (fls.186 y 187, c.2).
El mismo funcionario, el 15 de agosto de 1997 rindió el informe administrativo  n.º 34 con ocasión de la muerte de la señora Cárdenas Murcia:

“Mediante informe de fecha 060897 suscrito por el señor C.P. BETANCOURTH QUICENO FABIO ARTURO, como también pruebas testimoniales y documentales, se conoce de los hechos registrados en el municipio de Valparaíso Caquetá para el día 040897 aproximadamente a las 17:30 horas, cuando insurgentes de las autodenominadas Farc, incursionaron a dicha localidad centrando su ofensiva hacia la estación de policía Valparaíso; teniendo como resultado de este accionar la muerte de un miembro de la institución como era la señora A2. YOLANDA CÁRDENAS MURCÍA quien se desempeñaba como auxiliar de cocina y para la fecha de los hechos se encontraba dentro de las instalaciones preparando los alimentos para el personal de la estación.

CALIFICACIÓN

DECLARAR, que los hechos en los cuales perdiera la vida la extinta A2. YOLANDA CÁRDENAS MURCÍA quien se identificó  con la cédula de ciudadanía  No. 40.767.641 de Florencia Caquetá, ocurrieron EN COMBATE, COMO CONSECUENCIA DE LA ACCIÓN DEL ENEMIGO, en tareas de mantenimiento o restablecimiento del orden público, al poderse establecer de acuerdo a documentos obrantes en el presente informe, que su muerte se presentó durante la incursión guerrillera perpetrada por la cuadrillas XIII y XLVIII frentes de las FARC, a la municipalidad de Valparaíso Caquetá, el día 040897 a eso de las 17:30 horas aproximadamente, centrando su ataque a las instalaciones de la estación, logrando los subversivos dar de baja a la auxiliar quien cumplía sus funciones de preparar los alimentos al personal…” (fl.119, c.2).
· Con ocasión de  estos hechos se realizó un trabajo de inteligencia, en el cual se hicieron las siguientes recomendaciones:

En vista de que el personal fue sorprendido momentos en que realizaban actividades deportivas con la comunidad, sin tomar las medidas de seguridad correspondientes, es recomendable cuando se vaya a efectuar una actividad como esta:

-En lo posible contar con puesto de seguridad de avanzada, como por ejemplo varias unidades en esquinas y sitios altos en donde se pueda observar los puntos críticos.

-No realizar ninguna actividad de este tipo ya entrada la tarde.

-No desarrollar actividades deportivas y otras que comprometen el servicio y por ende las medidas de seguridad por largo tiempo ni caer en rutina.

En sitios de orden público como lo es todo el departamento del Caquetá, se hace necesario el sacrifico de departir entre compañeros en eventos como estos ya que todo lo va canalizado el enemigo, así mismo como este se da cuenta de un buen puesto de Policía que es difícil de tomar por las fuertes medidas de seguridad y del profesionalismo con que sus integrantes prestan el servicio, también encuentran la vulnerabilidad a la estación o puesto de Policía que poco a poco va descuidando su propia seguridad, en ocasiones así el policía este muy bien relacionado con la comunidad y esta le responda, como en el municipio de Valparaíso por unos pocos el factor sorpresa puede llegar a sorprender inclusive a la misma comunidad sin que estos también hayan tenido nociones o conocimiento que se fuese a efectuar una toma.

En los puestos de policía en lo posible no se debe permitir el ingreso de personas ajenas a la misma, inclusive personas que hayan ganado nuestra confianza, las reuniones que se realicen entre el personal uniformado deben efectuarse en recinto cerrado, donde no hayan personas que puedan escuchar lo que allí se trate.

Realizar patrullajes e inspecciones en sitios críticos de la localidad, efectuándolos a horas diferentes, con las correspondientes medidas de seguridad, demostrando que la población o puesto de policía se encuentra en guardia y atento para contrarrestar cualquier situación.

En cuanto a contratar personal que realice labores de mantenimiento y aseo de instalaciones policiales, se recomienda adelantar el correspondiente  estudio de seguridad a dichas personas en todas las estaciones en donde se contrate este servicio, o en su defecto que las labores de aseo de las instalaciones las realicen los mismos integrantes de la estación, ya que esto no requiere de ninguna técnica ni mayor esfuerzo, y si ofrece la seguridad de que no habrán posibles infiltraciones por parte de la subversión.

El personal civil que labore en instalaciones policiales, que estén debidamente contratados por la institución, se le debe hacer saber en caso de una toma guerrillera que medidas de seguridad tiene que tomar para salvaguardar su vida, ya que estas no cuenta con que defenderse y su naturaleza no es tomar las armas en estos casos (fls. 192 a 196, c.2).
Revisadas las pruebas allegadas al proceso, corresponde en adelante determinar si los hechos que han resultado probados son suficientes para comprometer la responsabilidad del Estado en los términos establecidos en el artículo 90 constitucional, es decir, si la señora Yolanda Cárdenas Murcia está obligada a soportar el daño infundido y, de no ser ello así, establecer la responsabilidad. 

5.  Análisis del caso

La Sección Tercera
, dada la necesidad de privilegiar los principios de solidaridad y equidad frente a las víctimas del conflicto armado interno
 que históricamente ha vivido el país y, dados los daños infringidos a los asociados, en razón del mismo, ha destacado el deber general del Estado de procurar, en la medida de lo posible, el imperio de las instituciones y de reparar cuando los derechos e intereses particulares resultan afectados, porque el daño se hubiera podido evitar o repeler y, en todo caso, las víctimas tenían que haber sido advertidas, protegidas y en general  excluidas de la confrontación.

Bajo esta línea argumentativa y con el fin de garantizar la vigencia del Estado social de derecho,  fórmula política que reclama especialmente por el enaltecimiento de la dignidad humana, esta Sección  con apoyo del artículo 90 constitucional en múltiples pronunciamientos ha dispuesto la reparación siempre que en eventos como los que ahora se estudia resulte afectado un particular ajeno al conflicto.

Este contexto y el acervo probatorio que reposa en el plenario permiten establecer, a diferencia de lo señalado por el a quo, que los daños causados a la señora Cárdenas Murcia han de imputarse a la parte demandada, comoquiera que la antes nombrada  no tenía que perder su vida prestando servicios asistenciales a la Policía, en razón de una confrontación bélica que le es ajena, así la demandada sostenga que fue el grupo insurgente quien ejecutó el hecho; pues, como se ve, sin perjuicio de las medidas dirigidas a repeler el ataque para mantener el orden público y proteger a la población civil, lo cierto tiene que ver con que respecto de la actora las acciones resultaron insuficientes.

Sobre el particular es importante precisar que, si bien, dentro del devenir propio del conflicto, los miembros de las fuerzas militares y de policía que participan como combatientes pueden resultar afectados en su integridad física y espiritual, pues en el ejercicio de la misión que se les ha confiado son blanco del ataque enemigo, esta carga no se ha extendido al personal civil que trabaja en labores administrativas o asistenciales salvo cuando participa directamente de las hostilidades. Por esta razón como acontece con la población civil,  deben ser excluidos, advertidos y protegidos en sus derechos y libertades ciudadanas
.

En el presente caso, la señora Yolanda Cárdenas Murcia como miembro de la Policía Nacional, estaba dedicada exclusivamente a realizar el mantenimiento a la Estación de Policía y a preparar los alimentos del personal que allí laboraba, es decir, que no hacía parte del pie de fuerza de la institución, pero tampoco, se encuentra establecido que el día de la ofensiva guerrillera haya participado en la contención de las hostilidades ya sea a través del uso de las armas o cualquier otra  acción efectiva que le obliguen a soportar la pérdida de su vida.

En el proceso se encuentra probado (i) que el día 4 de agosto de 2000, aproximadamente a las 5:30 un grupo subversivo  atacó la Estación de Policía de Valparaíso (Caquetá), (ii) que a consecuencia del ataque murió la señora Yolanda Cárdenas Murcia mientras se encontraba prestando servicios asistenciales en la Estación de Policía y (iii)  que el deceso de la antes nombrada generó a su madre, hijos y hermanas perjuicios de orden material e inmaterial.

Así las cosas y dado que el daño se produjo con ocasión de la confrontación entre fuerzas del orden y un grupo insurgente se impone  la obligación  de indemnizar a la actora, pues es a la Nación-Ministerio de Defensa a quien se ha confiado la protección  de la población en este tipo de enfrentamientos. 
En el sub lite la obligación resarcitoria no depende de quien perpetró el ataque, sino sobre quien recae la obligación de protección de la población civil, en un Estado de derecho en el que el monopolio de las armas y del mantenimiento  del orden le han sido confiados, a la fuerza pública; sin perjuicio de las acciones, a todas luces reprochables a  la luz del derecho internacional humanitario del grupo insurgente.

Cabe en este caso, en consecuencia, acudir a la equidad y la solidaridad  para restablecer a la actora  en sus derechos a la convivencia pacifica  y al orden justo y así mismo exigir de las autoridades la protección de su integridad física y moral.

Se trata, como puede observarse, de hacer efectiva la clausula general de responsabilidad establecida en el artículo 90 de la Carta Política, sin perjuicio de la utilidad  que en algunos casos deviene de los títulos tradicionales de imputación, no siempre pertinentes para motivar  condenas como la que procede imponer en el sublite.
De este modo, encontrándose probado que el día 4 de agosto de 1997 la señora Yolanda Cárdenas Murcia sufrió la vulneración definitiva de su derecho a la vida que no estaba obligada a soportar, en el marco de una confrontación  armada, entre un grupo insurgente y la entidad pública demandada, se revocará la sentencia impugnada.

6. Los perjuicios a indemnizar

6.1 Perjuicios morales

En la demanda se solicitó por este concepto a favor de Mariela Murcia Cano (madre), Margarita, Luz Dary, Jacqueline, Sandra Milena y Deisy Yamile Cárdenas Murcia (hermanas) y de los menores Jhon Wilder Samboni Cárdenas, Luis Eduardo Sanboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia (hijos) el equivalente a 1.500 gramos oro.

Sobre la indemnización del perjuicio moral, de acuerdo con el criterio que ha sido adoptado por la Sala desde la sentencia del 6 de septiembre de 2001 -expediente 13232-, la demostración del padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado debe ser indemnizada con una suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Por consiguiente, es procedente que la Sala fije en salarios mínimos la indemnización de perjuicios de orden moral, con aplicación de la facultad discrecional que le asiste frente a estos casos
, de conformidad con los siguientes parámetros
: (i) la indemnización se hace a título de compensación, más no de restitución ni de reparación
; (ii) la tasación debe realizarse con aplicación del principio de equidad previsto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998; (iii) la determinación del monto debe estar sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso y que están relacionados con las características del perjuicio; y (iv) debe estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias para garantizar el principio de igualdad.

Por lo anterior, la Sala considera procedente reconocer a favor de los demandantes una indemnización por concepto de perjuicio moral, pues, de conformidad con la jurisprudencia de la Sección Tercera, el parentesco en primer y segundo grado de consanguinidad, el cual por mandato de la ley se acredita con el registro civil de nacimiento
, constituye un hecho probado al partir del cual se infiere, con ayuda de las reglas de la experiencia, el dolor que padecen los padres, esposa o compañera permanente, hijos y hermanos de la persona que sufre un daño, en razón de las relaciones de afecto que, por regla general, existen entre quienes se encuentran en los grados de consanguinidad referidos
. 

Respecto de la prueba del daño moral en el caso particular de los hermanos mayores de la víctima, la Sala considera pertinente aclarar que, si bien en algún momento esta Corporación sostuvo que era necesario acreditar plenamente la existencia de una relación afectiva
, lo cierto es que esta posición ha sido reevaluada y, de acuerdo con lo arriba expuesto, dicha relación se infiere a partir del lazo de parentesco.  

5.1.4 Así las cosas, habrá que decretar el perjuicio solicitado, se itera según el arbitrio judicial, para lo cual se tiene en cuenta la naturaleza, la intensidad, extensión y la gravedad de la afectación que generó al grupo demandante la ausencia de la señora Yolanda Cárdenas Murcia por motivo de su muerte, razón por la cual se asignarán los porcentajes, para cada uno de los actores, en los valores que se indican a continuación: 


Para Mariela Murcia Cano (madre)

    

    100 s.m.l.m.v


Para Jhon Wilder Sanboni Cárdenas (hijo)

    100 s.m.l.m.v


Para Luis Eduardo Sanboni Cárdenas (hijo)

    100 s.m.l.m.v


Para Amilcar Andrés Cárdenas Murcia (hijo) 

    100 s.m.l.m.v


Para Deasy Yamile Cárdenas Murcia (hermana)
                 50 s.m.l.m.v


Para Margarita Cárdenas Murcia
(hermana)

      50 s.m.l.m.v


Para Luz Dary Cárdenas Murcia (hermana)

      50 s.m.l.m.v


Para Jacqueline Cárdenas Murcia (hermana) 
      50 s.m.l.m.v


Para Sandra Milena Cárdenas Murcia  (hermana) 
      50 s.m.l.m.v

6.2  La indemnización por el daño material
Perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante

Por este concepto en la demanda se solicitó a favor de los hijos de la víctima directa Jhon Wilder y Luis Eduardo Samboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia, el reconocimiento hasta su mayoría de edad de los dineros con los que su madre como auxiliar administrativo de la Policía Nacional, contribuía con su sostenimiento.

En el proceso, se encuentra demostrado que la fallecida laboraba al servicio de la Policía Nacional, como auxiliar administrativo 2, recursos con los cuales atendía los gastos familiares. De acuerdo con la certificación emitida por el Jefe Sección Administrativa OFITE, para el mes de agosto de 1997 sus ingresos salariales totales eran de $404.117.

Precisado lo anterior, para la respectiva liquidación se tendrán en cuenta los siguientes aspectos
: 

· Se tomará el salario certificado y actualizado ($1.067.648) y se incrementará un 25% ($1.334.560)  que corresponde a las prestaciones sociales, habida cuenta que no aparecen certificadas y a su vez se disminuirá en un 25% que se supone una persona normalmente destina para su propia subsistencia, operación que arroja  la suma con la cual se procederá a efectuar la liquidación (1.334.560 – 25% = $1.000.920). El valor se distribuirá en 3 partes iguales para cada hijo.

· En el registro civil de nacimiento de la señora Yolanda Cárdenas Murcia (fl.11 c.1), se sentó como fecha de su nacimiento el 15 de agosto de 1965, es decir, que para la época de los hechos (4 agosto de 1997) tenía 31 años, por lo tanto, su vida probable según las Tablas de Mortalidad expedidas por la entonces Superintendencia Bancaria (Resolución No. 0497 del 20 de mayo de 1997) era de 46.80 años. 

· De igual forma, se pudo comprobar respecto de los menores que, Jhon Wilder Samboni Cárdenas para esa misma época tenía 6 años de edad (fl. 16 a, c.1-registro civil de nacimiento), que Luis Eduardo Samboni Cárdenas tenia 5 años y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia 3 años, esto igualmente de acuerdo a los respectivos registros (fls. 15 y 16, c.1-registros civiles de nacimiento)
.
Por lo antes expuesto, se concederá a los menores Jhon Wilder Samboni Cárdenas, Luis Eduardo Samboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia, el lucro cesante  teniendo en cuenta para ello, que en la demanda se solicitó que este reconocimiento se haga hasta que cumplan la mayoría de edad:

Lucro cesante consolidado

Lucro cesante consolidado de Jhon Wilder Samboni Cárdenas

· El periodo consolidado inicia el día de ocurrencia de los hechos (4 de agosto de 1997) y se extiende hasta el día en que el menor Jhon Wilder Samboni Cárdenas cumplió la mayoría de edad (18 de enero de 2009).

· La renta corresponde a un terció del ingreso actualizado $333.640
S = Ra   (1 + i)n –1

                    i  




                         137,4

S = $333.640  (1 + 0.004867) 
         –1  
=
 $65.026.928

              

 0.004867  
Total de lucro cesante consolidado, para Jhon Wilder Samboni Cárdenas $65.026.928.

Lucro cesante consolidado de Luis Eduardo Samboni Cárdenas

· El periodo consolidado inicia el día de ocurrencia de los hechos (4 de agosto de 1997) y se extiende hasta el día en que el menor Luis Eduardo Samboni Cárdenas cumplió la mayoría de edad (20 de marzo de 2010).

· La renta corresponde a un terció del ingreso actualizado $333.640
S = Ra   (1 + i)n –1

                    i  




                         151,5

S = $333.640  (1 + 0.004867) 
         –1  
=
 $74.491.747

              

 0.004867  
Total de lucro cesante consolidado, para el menor  Luis Eduardo Samboni Cárdenas $74.491.747

Lucro cesante consolidado de Amilcar Andrés Cárdenas Murcia

· El periodo consolidado inicia el día de ocurrencia de los hechos (4 de agosto de 1997) y se extiende hasta el día en que el menor Amilcar Andrés Cárdenas Murcia cumplió la mayoría de edad (3 de enero de 2012).

· La renta corresponde a un terció del ingreso actualizado $333.640.
S = Ra   (1 + i)n –1

                    i  




                         173

S = $333.640  (1 + 0.004867) 
         –1  
=
 $90.230.734

              

 0.004867  
Total de lucro cesante consolidado, para el menor  Amilcar Andrés Cárdenas Murcia $90.230.734

Lucro cesante futuro 

No se hará reconocimiento por este concepto habida cuenta que para la fecha de esta sentencia Jhon Wilder y Luis Eduardo Samboni Cárdenas y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia ya cumplieron la mayoría de edad.

6. Costas procesales

El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente caso, la Sala no observa comportamiento temerario en las actuaciones de los intervinientes dentro del proceso, razón por la cual no se impondrá condena al respecto.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia del 12 de agosto de 2004, proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá, que negó las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO.- DECLÁRASE a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional administrativa y patrimonialmente  responsable por la muerte de la señora Yolanda Cárdenas Murcia, acaecida en la toma guerrillera que tuvo lugar el  4 de agosto  de 1997 en el municipio de Valparaíso (Caquetá).

TERCERO.- CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, a pagar a los demandantes, por concepto de perjuicios morales, las siguientes sumas de dinero establecidas en salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de ejecutoria del presente fallo:


Para Mariela Murcia Cano (madre)

    

    100 s.m.l.m.v


Para Jhon Wilder Sanboni Cárdenas (hijo)

    100 s.m.l.m.v


Para Luis Eduardo Sanboni Cárdenas (hijo)

    100 s.m.l.m.v


Para Amilcar Andrés Cárdenas Murcia (hijo) 

    100 s.m.l.m.v


Para Deasy Yamile Cárdenas Murcia (hermana)
      50 s.m.l.m.v


Para Margarita Cárdenas Murcia
(hermana)

      50 s.m.l.m.v


Para Luz Dary Cárdenas Murcia (hermana)

      50 s.m.l.m.v


Para Jacqueline Cárdenas Murcia (hermana) 
      50 s.m.l.m.v


Para Sandra Milena Cárdenas Murcia  (hermana) 
      50 s.m.l.m.v

CUARTO.-  CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante consolidado, a pagar a los menores Jhon Wilder Samboni Cárdenas  $65.026.928, Luis Eduardo Samboni Cárdenas  $74.491.747 y Amilcar Andrés Cárdenas Murcia $90.230.734.
QUINTO.- NO CONDENAR en costas.

SEXTO.- Dese cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo y 115 del Código de Procedimiento Civil.

SÉPTIMO.- En firme esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

Los Magistrados,

	DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrado

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Magistrada


CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION B

Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
Bogotá, D. C., seis (6) de diciembre de dos mil trece (2013)

Radicación número: 18001-23-31-000-1999-00248-01(29081)

Actor: MARIELA MURCIA DE CARDENAS Y OTROS

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL

Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA

ACLARACION DE VOTO DEL MAGISTRADO RAMIRO PAZOS GUERRERO
Aunque comparto la decisión que se adopta en la providencia de 6 de diciembre de 2013 que declaró patrimonialmente responsable a la Nación – Policía Nacional por la muerte d la señora Yolanda Cárdenas Murcia ocurrida el 4 de agosto de 1997 con ocasión del ataque guerrillero dirigido contra la estación de policía del municipio de Valparaíso, Caquetá, me permito aclarar parcialmente el voto en el sentido de afirmar la importancia de la aplicación del régimen objetivo de responsabilidad y, en particular, del título de imputación del daño especial en el caso concreto, por estar acreditados cada uno de los elementos que lo configuran.

Es preciso recordar que el Consejo de Estado, como máximo órgano de la jurisdicción contenciosa administrativa, ha desarrollado y aplicado dos regímenes de responsabilidad, incluso con anterioridad a la Constitución Política de 1991, tendientes a imputar, material o jurídicamente, un daño al estado, por el cual deberá responder e indemnizar los perjuicios que se causen. Por un lado, se ha referido al régimen subjetivo –falla del servicio- en el que se realiza un juicio de reproche a la entidad pública demandada por el incumplimiento del contenido obligacional que le corresponde. En otras palabras, lo que se analiza es si la administración, por acción o por omisión, desconoció, retardó o cumplió defectuosamente los deberes que constitucional y legalmente le fueron encomendados. Por otro lado, se encuentran los regímenes objetivos –riesgo excepcional y daño especial-. En estos dos escenarios no existe una conducta ilegal o irregular de la administración, sino, por el contrario, su actuación es lícita. La diferencia entre estos dos títulos de imputación radica en que el primero, el daño se causa al materializarse un riesgo de naturaleza excepcional que ha sido legítimamente creado por el Estado y, en el segundo, el daño se origina en el despliegue de acciones lícitas, pero no peligrosas, que generan un rompimiento del equilibrio frente a las cargas públicas.

En la sentencia que aclaro, se examina la responsabilidad del Estado por la muerte de una persona que no hacía parte del cuerpo uniformado de la Policía Nacional sino que se dedicaba a labores de aseo y cocina en la estación de policía, y perdió la vida con ocasión de un ataque subversivo contra dicha unidad policial. Allí se acude a los principios de solidaridad y equidad y se afirma que la señora Cárdenas Murcia no estaba obligada a soportar la pérdida de su vida, por lo que surge la obligación de la entidad de indemnizar los perjuicios causados a sus familiares.

Este criterio, que comparto, carece sin embargo de un análisis detallado de los elementos que configuran la responsabilidad estatal bajo la óptica del régimen objetivo de responsabilidad del daño especial. En efecto, este título permite que el juicio de imputación sea más preciso en la medida en que evidencia, por una parte, que el Estado, en ejercicio de una actividad legítima –repeler la agresión de un grupo armado ilegal-, causó un daño a una persona; además, que esta ciudadana, parte de la población civil o, como en este caso, del personal administrativo de la entidad, debido a su condición no estaba llamada por ley o reglamento alguno a soportar ese daño; y finalmente, que al verse sometida a sufrir ese daño se rompió en su perjuicio el principio de igualdad frente a las cargas públicas, de lo cual surge la responsabilidad de la administración de reparar integralmente a quienes se vieron afectados con ocasión del hecho dañino.

Nótese que en este análisis la obligación de reparar no surge porque el Estado sea solidario con las víctimas – como sucede, por ejemplo, con los afectados por un desastre natural. Sino porque es responsable, en cierta medida, del quebrantamiento del equilibrio frente a las cargas públicas, de lo cual surge el deber de indemnizar.

Se reconoce que el fallo aclarado estuvo motivado por la posición reciente de la Sala Plena de la Sección Tercera, según  la cual no debe privilegiarse un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que este puede variar en consideración a las circunstancias particulares probadas en el proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estimo relevantes dentro del marco de su argumentación
.

No obstante, en el caso bajo examen, el material probatorio obrante en el plenario permite endilgar responsabilidad a la entidad demandada bajo el régimen de responsabilidad objetivo, pues quedó probado que el Estado, en ejercicio de una actividad legítima, causó un daño a una persona que no estaba obligada a soportarlo y, de esta forma –y esto es lo que se echa de menos en el fallo- quebró en su perjuicio el principio de igualdad frente a las cargas públicas, por lo que debe asumir su plena responsabilidad.

En estos términos dejo presentada la aclaración de voto.

Fecha ut supra.

RAMIRO PAZOS GUERRERO
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ACLARACION DE VOTO DEL MAGISTRADO DANILO ROJAS BETANCOURTH

1. La siguiente aclaración de voto se circunscribirá: (i) a la utilización del criterio de imputación que considero aplicable en los casos en que el daño demandado se produce en el marco del conflicto interno, cuando éste materialmente se deriva de un ataque efectuado por grupos armados al margen de la ley -hecho de un tercero ajeno al Estado- pero se concreta por estar dirigido a un objetivo estatal; (ii) que si bien la protección y tutela de los derechos de la población recae en cabeza del Estado, ésta obligación no puede ser apreciada como una carga que demande que en todos los eventos no se presente menoscabo alguno de los mismos, de lo que se sigue que alegar la vulneración de las prerrogativas en mención no implica per se el surgimiento de la   responsabilidad del Estado, y (iii) el hecho de que en virtud de la libertades reconocidas por el ordenamiento jurídico colombiano, los particulares puedan asumir la posible conversión de un riesgo en una lesión efectiva a su vida o a su integridad psicofísica, no deviene en que dicho detrimento se configure en una carga que debe ser soportada por ellos, sino que tiene que con la viabilidad de imputar tal consecuencia negativa respecto de quien se pide el resarcimiento correspondiente.

2. En cuanto al primer aspecto, se advierte que al adelantar el estudio sobre la imputabilidad del daño, la Sala en la providencia objeto de esta aclaración -con fundamento en lo decidido por el pleno de la Sección Tercera en la sentencia de 19 de abril de 2012, en expediente identificado con el número interno 21.515; ver página 12-, a pesar de no hacer una mención expresa de un título de imputación en específico y de no abordar de manera pormenorizada la configuración de un incumplimiento del contenido obligacional pertinente de conformidad con los elementos probatorios obrantes en el plenario, con base en una lectura del artículo 90
 de la Constitución Política en la que se consideró excluidos dichos fundamentos "tradicionales de imputación" -sin explicar la razón de ello-; terminó por usar realmente el régimen de daño especial a la luz de los principios de solidaridad y equidad para imputar a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional el daño correspondiente a la muerte de la señora Yolanda Cárdenas Murcia, al considerar que la afectación sufrida por los demandantes derivada de dicho fallecimiento había sido provocada por una confrontación bélica que le era ajena a aquélla y que por consiguiente, se debía declarar la responsabilidad del Estado para efectos de restablecer la convivencia social y el orden justo -ver páginas 13 y 15-.

2.1 Al respecto, cabe señalar que no obstante en la sentencia de la Sala Plena de Sección Tercera se indicó que el título de imputación puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación, en mi criterio, los hechos del caso concreto que se resolvió se enmarcan dentro de la nueva categoría de riesgo, distinta a las ya definidas por la jurisprudencia de esta Corporación (riesgo-peligro, riesgo-beneficio y riesgo-álea), que se deriva de la confrontación armada con los grupos armados ilegales que le disputan al Estado el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza.

2.2 Esta categoría que ha sido denominada riesgo-conflicto
, surge del reconocimiento de que dada la situación de conflicto armado, el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de sufrir los efectos de los ataques armados que los grupos guerrilleros dirigen contra los bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades
.

2.3 De esta forma, considero que los atentados cometidos por la guerrilla contra un "objeto claramente identificable como Estado" en el marco del conflicto interno armado, tales como estaciones de policía o cuarteles militares, como sucede en el sub judice, deben ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional no porque estos bienes e instalaciones puedan ser considerados peligrosos en sí mismos -como sí ocurre con los objetos que encuadran dentro de la categoría riesgo- peligro; p.e. armas de dotación oficial, químicos o instalaciones eléctricas-, sino porque la dinámica misma del conflicto armado ha hecho que la cercanía a ellos genere para la población civil el riesgo de sufrir afectaciones en su vida, su integridad personal y su patrimonio, en razón a que son blanco de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que los considera objetivos militares, motivo por el cual a pesar de que el sentido de la decisión en estudio es acertado, me aparto de las consideraciones vertidas para darle fundamento.

3. En relación con el segundo tema a aclarar, el cual tiene relación con la naturaleza de la obligación de protección que le corresponde al Estado respecto de los múltiples derechos de las personas residentes en Colombia, la cual irradia toda la normativa colombiana a partir de lo contemplado en el artículo 2
 de la Constitución Política, se advierte que la argumentación contenida en la sentencia del sub judice se podría prestar para generar confusión sobre su alcance o naturaleza, en la medida en que también se hizo mención de aquélla para fundamentar la decisión a la que se arribó, sin que se hubiera utilizado expresamente un título de imputación o sin hacer un mayor análisis probatorio al respecto; y de conformidad con el precedente jurisprudencial de esta Corporación, se debía abordar el estudio de la producción de alguna falla en la prestación del servicio
, Io que no fue efectuado por la Sala.

3.1 Ciertamente, se observa que en varios apartes de la providencia en mención, se señaló que le correspondía a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional -Estado- la protección de la población civil en el marco de enfrentamientos generados con grupos guerrilleros o al margen de la ley, pero a reglón seguido, sin hacerse algún tipo explicación adicional al respecto, se concluyó que conforme a ese deber del Estado se debía tener por demostrada su responsabilidad por las lesiones sufridas por los administrados -en este asunto la muerte de Yolanda Cárdenas Murcia-, a pesar de que luego, se empleara tácitamente como real fundamento de la declaratoria de responsabilidad en el caso concreto el título de imputación de daño especial. Es así como se adujo en cuanto a la defunción objeto de la demanda, que:

Este contexto y el acervo probatorio que reposa en el plenario permiten establecer, a diferencia de lo señalado por el a quo, que los daños causados a la señora Cárdenas Murcia han de imputarse a la parte demandada, comoquiera que la antes nombrada no tenía que perder su vida prestando servicios asistenciales a la Policía, en razón de una confrontación bélica que le es ajena, así la demandada sostenga que fue el grupo insurgente quien ejecutó el hecho; pues, como se ve, sin perjuicio de las medidas dirigidas a repeler el ataque para mantener el orden público y proteger a la población civil, lo cierto tiene que ver con que respecto de la actora las acciones resultaron insuficientes. (...) Así las cosas y dado que el daño se produjo con ocasión de la confrontación entre fuerzas del orden y un grupo insurgente se impone la obligación de indemnizar a la actora, pues es a la Nación-Ministerio de Defensa a quien se ha confiado la protección de la población en este tipo de enfrentamientos. En el sub lite la obligación resarcitoria no depende de quién perpetró el ataque, sino sobre la obligación de protección de la población civil, en un Estado de derecho en el que el monopolio de las amas y del mantenimiento del orden le han sido confiadas, a la fuerza pública; sin perjuicio de las acciones, a todas luces reprochables a la luz del derecho internacional humanitario del grupo insurgente

Cabe en este caso, en consecuencia, acudir a la equidad y solidaridad para restablecer a la actora en sus derechos a la convivencia pacífica y al orden justo y así mismo exigir de las autoridades la protección de su integridad física y moral (se resalta; páginas 13 a 15 de la sentencia).

3.2 Con observancia de lo expuesto y a la luz de la jurisprudencia de esta Corporación, se debe tener en cuenta que la carga obligacional de protección aludida en cabeza del Estado no se configura generalmente en una obligación de resultado sino de medio -hay ciertas excepciones, como aquellas derivadas de las relaciones especiales de sujeción que surgen con el Estado-, naturaleza que implica que cuando se presente la vulneración de los derechos respectivos, máxime cuando ésta es producida por terceros ajenos al aparato estatal, no se deriva de manera irreflexiva el surgimiento de la responsabilidad del Estado y mucho menos se reduce su estudio únicamente a verificar que se hubiera generado una consecuencia negativa -por lo que se resalta la importancia de que en todos los casos se analice la configuración de los elementos o presupuestos de responsabilidad, análisis en el que resulta clarificador la utilización de los títulos imputación desarrollados jurisprudencialmente-, como si se le exigiera a los órganos pertinentes que tales bienes tutelados por el ordenamiento jurídico nunca se vieran lesionados, sino que se debe proceder a verificar en cada asunto los medios y herramientas con los que se disponía y que hubieran sido efectivamente empleados para evitar la producción de ese desenlace dañino, estudio al que le es propio cuestionar la configuración de una falla en la prestación del servicio, es decir, la infracción del Estado con su acción u omisión a las cargas que le fueron asignadas -a menos que se utilice un fundamento objetivo de responsabilidad en el que no sea necesario calificar la conducta estatal-. En este sentido, se ha resaltado:

Esta distinción implica que cuando la obligación es de medio el deudor se exonera de responsabilidad probando diligencia y cuidado, en tanto que cuando la obligación es de resultado, éste deberá probar una causa extraña. O visto desde otro ángulo, cuando la responsabilidad se fundamenta en la culpa la obligación que se contrajo es de medio y cuando se responde a título objetivo la obligación incumplida es de resultado. Por ello, aunque en la legislación colombiana no figura dicha clasificación, a ella se puede acudir a partir del régimen de responsabilidad que se aplique frente a determinadas obligaciones, bien por virtud de la ley o del desarrollo jurisprudencial.

La distinción entre obligaciones de medio y obligaciones de resultado ha estado referida regularmente a la responsabilidad contractual; sin embargo, nada obsta para que los conceptos puedan ser utilizados dentro del régimen de la responsabilidad extracontractual
, pues dicha  clasificación no tiene como única fuente la voluntad concertada de las partes (aunque en algunos eventos las partes pueden realizar pactos al respecto), sino que ella surge, bien de un mandato legal o en consideración exclusiva a la naturaleza misma de la obligación que se contrae.

Muchos criterios pueden ensayarse para determinar, en ausencia de norma expresa o disposición de las partes, cuándo una obligación es de medio y cuándo de resultado. La Sala considera que el criterio más razonable, si se parte de la definición misma de estos tipos de obligaciones es el de la mayor o menor probabilidad de alcanzar la realización del objeto de la obligación, es decir, si la probabilidad de que se cumpla ese objeto es menor la obligación es de medio y si la probabilidad es mayor, la obligación es de resultado
. Por supuesto, esta definición deja al juzgador un margen bastante amplio de valoración para determinar cuándo esa probabilidad es alta y cuando es baja, pero estas son situaciones que solo podrán depurarse a través de la jurisprudencia en cada caso concreto.

(…)

El artículo 2 de la Carta consagra como uno de los fines esenciales del Estado "garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución" y como funciones que determinan la razón de ser de las autoridades públicas, las de "proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes creencias y demás derechos y libertades" 

Ese deber de protección y garantía que constituye el fin esencial del Estado y que define el sentido de las autoridades no es, sin embargo, absoluto en cuanto que el Estado no ve comprometida su responsabilidad frente a cada acto violatorio de los derechos y libertades de las personas, sino que el mismo es relativo y se concreta en el cumplimiento eficiente de los deberes que le correspondan, pero de acuerdo con sus capacidades
.

3.3 Asimismo, se debe tener en cuenta que la anterior postura ha sido reiterada sin desconocerse que al partirse de un estudio del incumplimiento del contenido obligacional radicado en cabeza de la autoridad respectiva, los mecanismos con que cuenta dicho organismo para el desarrollo de la prestación en específico son relevantes para determinar su responsabilidad por la causación de un daño, en tanto a nadie se le puede obligar a lo imposible:

En relación con la responsabilidad del Estado por la omisión de prestar el servicio de seguridad a sus funcionarios, los artículos 2 y 218 de la Constitución Política, en su orden establecen que "Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares", y que a la Policía Nacional corresponde el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz, deberes que luego se precisaron en la ley 62 de 1993, por la cual se expiden normas sobre la Policía Nacional
. 

De acuerdo con las normas citadas, la razón de ser de las autoridades públicas y en particular la de la Policía Nacional, es la de defender a todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado. Omitir el cumplimiento de esas funciones genera responsabilidad institucional, que de ser continua pone en tela de juicio su legitimación. Por lo tanto, el Estado debe utilizar todos los medios de que dispone para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas por parte de las demás autoridades públicas y particulares sea una realidad y no conformarse con realizar una simple defensa formal de los mismos
.

Un repaso de la jurisprudencia de la Sección muestra que la Sala ha considerado que el Estado debe responder patrimonialmente a título de falla del servicio por omisión en el deber de prestar. seguridad a las personas, cuando: a) Se deja a la población a merced de los grupos de delincuencia, sin brindarles ninguna protección, en especial cuando se tiene conocimiento de que los derechos de esa población vienen siendo desconocidos por grupos organizados al margen de la ley; b) se solicita protección especial, con justificación en las especiales condiciones de riesgo en que se encuentra la persona; c) no se solicita expresamente dicha protección pero es evidente que la persona la necesitaba, en consideración a que existían pruebas o indicios conocidos que permitieran asegurar que la persona se encontraba amenazada o expuesta a sufrir graves riesgos contra su vida, en razón de sus funciones
.

No obstante, cabe señalar que la Sala ha considerado que a pesar de que es deber del Estado brindar protección a todas las personas residentes en el país, no le son imputables todos los daños a la vida o a los bienes de las personas causados por terceros, porque las obligaciones del Estado son relativas
, en tanto limitadas por las capacidades que en cada caso concreto se establezcan, dado que "nadie está obligado a lo imposible"
. Aunque, se destaca que esta misma Corporación en providencias posteriores ha aclarado que la relatividad de las obligaciones del Estado no excusa su incumplimiento, sino que debe indagarse en cada caso si en efecto fue imposible cumplir aquéllas que en relación con el caso concreto le correspondían
 
.
3.4. En consecuencia, la lectura que sugiero respecto de la alusión al deber de protección del Estado en la sentencia del sub lite, tiene que ver con establecer que es en cabeza de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional en quien recae la obligación de resarcir los  perjuicios ocasionados a los integrantes de la parte demandante, sin que su mención por sí sola sea suficiente para tener por configurada la responsabilidad estatal, lo que en efecto requiere de otro razonamiento, como el efectuado por la Sala en aplicación de la solidaridad y equidad para indemnizar el daño demandado que no tenía por qué ser soportado por los actores -o el razonamiento de imputación que colegí viable en esta aclaración de voto; ver párrafos 2 a 2.3-.

4. Finalmente, cabe agregar que la providencia objeto de esta aclaración de voto contiene ciertas aseveraciones en relación con el instituto de la responsabilidad extracontractual del Estado que considero pueden ser mal interpretadas. Se advierte que con observancia de la jurisprudencia fijada en esta jurisdicción, la Sala manifestó que los miembros voluntarios de las fuerzas armadas y aquellos civiles que participan directamente en los enfrentamientos derivados del conflicto interno colombiano -de acuerdo con lo establecido por el artículo del Protocolo ll adicional a los Convenios de Ginebra de 1949-, asumen la posibilidad de resultar muertos o menoscabados en su integridad psicofísica, pero posteriormente, coligió que lo anterior obliga a que esas personas soporten el detrimento que se les cause con ocasión de ello. Así dijo:

Sobre el particular es importante precisar que, si bien, dentro del devenir propio del conflicto, los miembros de las fuerzas militares y de la policía que participan como combatientes pueden resultar afectados en su integridad física y espiritual, pues en el ejercicio de la misión que se les ha confiado son blanco del ataque enemigo, esta carga no se ha extendido al personal civil que trabaja en labores administrativas o asistenciales salvo cuando participa directamente de las hostilidades. Por esta tazón como acontece con la población civil, deben ser excluidos, advertidos y protegidos en sus derechos y libertades ciudadanas
.

En el presente caso, la señora Yolanda Cárdenas Murcia como miembro de la Policía Nacional, estaba dedicada exclusivamente a realizar el mantenimiento a la Estación de Policía y a preparara los alimentos del personal que allí laboraba, es decir, que no hacía parte del pie de fuerza de la institución, pero tampoco, se encuentra establecido que el día de la ofensiva guerrillera haya participado en la contención de las hostilidades ya sea a través del uso de las armas o cualquier otra acción efectiva que le obligue a soportar la pérdida de su vida (se resalta; páginas 13 y 14 de la sentencia)

4.1 Considero que lo expuesto debe ser interpretado teniendo en cuenta los múltiples pronunciamientos que sobre la materia ha proferido esta Corporación, en el entendido de que los funcionarios profesionales pertenecientes a la fuerza pública -lo que como se señaló en la decisión aludida aplicaría a las personas civiles que participen directamente en el conflicto mientras esa participación dure-, al haber ingresado libremente a la institución respectiva y al asumir los riesgos propios de la actividad que aquella despliega, peligros que se concretan, por vía de ejemplo, en los eventos en los cuales tiene lugar el deceso o la ocurrencia de lesiones físicas o psicológicas como consecuencia de combates, emboscadas, ataques de grupos subversivos, desarrollo de operaciones de inteligencia, entre otras actuaciones
, no se ven obligados a padecer los detrimentos que se les produzcan, sino que ello puede llegar a constituirse en una circunstancia que exonere de responsabilidad a la administración, en consideración a que se hace inviable imputarle un daño que se produce por un peligro debidamente admitido, a menos que intervenga en su origen una falla del servicio o la concreción de un riesgo superior al consentido
. En este sentido, la Sala Plena de la Sección Tercera coligió:

4. En preciso señalar, que la Sala ha entendido que la afectación de los derechos a la vida e integridad personal del militar profesional, es un riesgo propio del servicio que prestan en cumplimiento de operaciones o misiones castrenses. Al Estado no se le puede atribuir responsabilidad alguna por la concreción de esos riesgos, a menos que se demuestre que la lesión o muerte deviene de una falla del servicio, que consiste en el sometimiento del afectado a un riesgo mayor respecto al de sus demás compañeros, con quienes desarrolle la misión encomendada, o que se le ponga en situación de desigualdad ante aquéllos y en relación al servicio mismo
.

4.2 De esta manera, como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Sección, no se puede perder de vista que si bien en el marco referenciado las personas pueden adjudicarse en el desarrollo de sus libertades la posible concreción de daños, ello no implica que estén obligados a soportar tales detrimentos como si el ordenamiento les impusiera el deber jurídico de sufrirlos -constituyéndose por consiguiente en daños jurídicos
; cabe recordar que a nadie se le asigna la carga de soportar su muerte o de sufrir lesiones-, o que al admitir una amenaza sobre sus derechos renunciaran a los mismos -lo que en ningún momento ocurre respecto de los funcionarios estatales que se ven sometidos a los peligros derivados de las funciones propias de las entidades en: las que sino que la figura de la asunción de riesgos en la trabajan-, responsabilidad opera como una circunstancia que de conformidad con las particularidades de cada caso, impide atribuir el resultado nocivo demandado.

4.3 En efecto, de entenderse lo que textualmente se desprende de la providencia en análisis, esto es, que quienes se someten a un riesgo de resultar heridos o de morir se encuentran obligados a soportar que esas amenazas se concreten, sería tanto como concluir, por un parte, que el ordenamiento jurídico les impone el deber de perder su vida o de que su integridad psicofísica se vea menoscabada, lectura que no es acorde a la prevalencia que la Constitución Política otorga al bien jurídico y al derecho fundamental de la vida
 como al de la salud -ver definición de 

daño antijurídico; nota n.° 20-, y de otro lado, conllevaría a que este tipo de personas o sus seres allegados no pudieran demandar la reparación por la muerte o la lesión correspondiente al tercero que durante el conflicto directa y materialmente ocasionó dicho detrimento, dado que si en esta instancia se concluye que ese daño tenía que ser soportado como una carga establecida por la simple asunción del riesgo, al ser el daño uno solo e indivisible no se podría sostener que se pueda pedir su indemnización ni al Estado, ni a la persona que físicamente lo produjo, pero que en principio sí estaría obligado a propender por su resarcimiento, lo que iría en detrimento de la víctima cercenándosele su derecho a recibir una reparación integral del daño que le fue originado por un tercero.

Atentamente, 

DANILO ROJAS BETANCOURTH 

Fecha ut supra
� En auto del 14 de diciembre de 1999, el Tribunal Administrativo del Caquetá, ordenó la notificación de la demanda incoada a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional (fl. 58, c. 1). 





� La cuantía necesaria para que la doble instancia en un proceso iniciado en 1999 fuera conocida por esta Corporación, debía superar la suma de $ 18.850.000-artículos 129 y 132 del C.C.A. subrogados por el decreto 597/88- y la mayor de las pretensiones fue estimada por la parte actora en $80.000.000, por concepto de perjuicios materiales.





� El registro civil de defunción levando el 10 de agosto de 1997 señala que la señora Yolanda Murcia Cárdenas murió el 4 de ese mismo mes y año como consecuencia de un shock neurogénico agudo. A este hecho también se refirieron los testigos Elvía Yenni Guzmán Reyes (fl.217,c.2), Yolanda Lara Ramírez (fl. 218 vto.,c.2), Alba Inés Bedoya Bedoya (fl. 218 vto.,c.2), José Ecnever Gallo Anturi (fl.220, vto.,c.2), Olivia Muñoz (267, c.2), Vicente Trujillo Coronado (fl.270.,c.2), Deyanita Restrepo Díaz (fl.272, vto.,c.2), Ruthbelia Guzmán Peña (fl.273.,c.2).


� En esta sentencia se realizó una recorrido por la evolución jurisprudencial que han tenido los daños causados a víctimas de atentados terroristas, puntualizándose entre otros aspectos, en la necesidad de resaltar los principios de solidaridad y equidad frente a la aplicación de los diferentes conceptos jurídicos con los cuales se atribuye responsabilidad al Estado. (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 19 de abril de 2012, expediente 19001-23-31-000-1999-00815-01(21515), C.P. Hernán Andrade Rincón).


� En lo que concierne a la definición de Conflicto Armado Interno, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997, lo definió de la siguiente manera: 


“En contraste con esas situaciones de violencia interna, el concepto de conflicto armado requiere, en principio, que existan grupos armados organizados que sean capaces de librar combate, y que de hecho lo hagan, y de participar en otras acciones militares recíprocas, y que lo hagan. (…) Los conflictos armados a los que se refiere el artículo 3, típicamente consisten en hostilidades entre fuerzas armadas del gobierno y grupos de insurgentes organizados y armados”.  


� El derecho internacional humanitario prohíbe el ataque a los civiles tanto en conflictos externos como internos. Así, el artículo 13 del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional establece: “Protección de la población civil. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.2. No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil. 3. Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación.











� Sobre el particular se puede consultar la sentencia del 16 de junio de 1994, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, expediente 7445; y del 11 de febrero de 2009, C.P. Myriam Guerrero, expediente 14726, entre otras. 


� Los parámetros descritos se encuentran señalados en sentencia de 19 septiembre de 2011, expediente 21350, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� En la sentencia del 6 de septiembre de 2001, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, expediente 13232, se indicó que esto es así, porque “la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia (…)”.


� Cfr. Decreto 1260 de 1970 “por el cual se expide el Estatuto del Registro del Estado Civil de las personas”. Copia de los registros civiles obran a folios 8 a 16.


� Lo cual fue corroborado por los señores Elvia Yenni Guzmán Reyes (fl.217, c.2), Yolanda Lara Ramírez (fl. 218, c.2), Alba Inés Bedoya Bedoya (fl. 219 vto., c.2) y Jose Ecnever Gallo Anturi (fls. 220 y 220 vto.,c.2).


� Sección Tercera, sentencia de 13 de septiembre de 1999, exp. 15504, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 


� En sentencia del 26 de abril de 2006 se dijo lo siguiente: (…) de la existencia del vínculo marital y filial, que crea la obligación alimentaria, se infiere el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, que le causó a los demandantes la muerte de su compañero y padre.En efecto, los artículos 411 y 422 del Código Civil establecen que corresponde al cónyuge y padre proveer alimentos a su cónyuge e hijos hasta el día anterior de la mayoría de edad . En consecuencia, si bien el derecho a la reparación de los perjuicios morales y materiales que se cause a una persona por la muerte de otra no se derivan de su condición de heredero sino de damnificado, cuando existe la obligación alimentaria se infiere la existencia del perjuicio material, que dará derecho al titular del mismo a la indemnización de tal perjuicio por el término de la obligación, esto es, en el caso de los hijos hasta el cumplimiento de la mayoría de edad y de los cónyuges hasta el término de vida probable del mayor entre los dos.





�En sentencia del 4 de octubre de 2007, expediente 16.058 y 21.112 se señaló: “De igual forma, se modifica el criterio jurisprudencial que se tenía en relación con la presunción de manutención de los hijos hasta la mayoría de edad si no se acreditaba la escolaridad, desechando esta distinción, y dando por presumido que la condición de dependencia económica de aquellos respecto de los padres se mantiene hasta la edad de 25 años, con fundamento en los artículos 13 y 45 de la Constitución Política y en consideración además, a las reglas de la experiencia, siempre y cuando se acredite tal dependencia por cualquier medio probatorio”


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21.515, C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia de 23 de agosto de 2012, exp. 23.219, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas".





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 29 de octubre de 2012, exp. 18472, con ponencia del suscrito magistrado.


� En este sentido, véase Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 20101 exp. 18.536, C.P. Ruth Stella Correa.


� "Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.


Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares". 


� Teniendo en cuenta el título de imputación alegado en la demanda, cabe destacar que tratándose de los daños sufridos por las víctimas de hechos violentos cometidos por terceros, ha considerado la Sala que los mismos son imputables a/ Estado cuando en la producción del hecho intervino la administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o cuando la persona contra quien iba dirigido e/ acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a su protección (nota al pie de la sentencia en cita: "En sentencia de 11 de octubre de 1990, exp: 5737, dijo la Sala: "Cuando se trata de la falla del servicio originada en la omisión por la administración en la prestación de un servicio o en el cumplimiento de una obligación impuesta por la ley o los reglamentos, es necesario que aparezca demostrado no sólo que se pidió concretamente la protección o la vigilancia de la autoridad ante determinado hecho ilícito que puede causar o está causando daño o que las circunstancias que rodeaban el hecho o las personas en él involucradas imponían una especial protección o vigilancia y que tal protección no se prestó". Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sala Plena de 16 de julio de 1996, exp: 422 y de la Sección de 11 de diciembre de 1990, exp: 5417; 21 de marzo de 1991, exp: 5595; 19 de agosto de 1994, exp: 9276 y 8222; 13 de octubre de 1994, exp: 9557; 2 de febrero de 1995, exp: 9273; 16 de febrero de 1995, exp: 9040; 30 de marzo de 1995, exp: 9459; 27 de julio de 1995, exp: 9266; 15 de agosto de 1995, exp: 10.286; 6 de octubre de 1995, exp: 9587; 14 de marzo de 1996, exp: 11.038; 29 de marzo de 1996, exp: 10.920; y 29 de agosto de 1996, exp: 10.949, 11 de julio de 1996, exp: 10.822, 30 de octubre de 1997, exp: 10.958, entre muchas otras")". Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 25 de febrero de 2009, exp. 18001-23-31-000-1997-00007- Mery León de Álvarez y otros, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� [9] Así lo reconocen autores como ALVARO PÉREZ VIVES: "Tienen, como vimos, estas obligaciones de resultado, la característica de que su inejecución constituye incumplimiento de ellas, haciendo incurso al deudor en culpa contractual, si se originaron en un vínculo de tal naturaleza, o extracontractual, en el caso contrario (v.g., la que se deriva del art. 2356 C. C.” en Teoría General de las Obligaciones. Santafé de Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, 1957, Volumen III, parte segunda, pág. 164. En este sentido también, CHRISTIAN LARROUMET: “...se debe considerar que la distinción entre las dos clases de obligaciones tiene aptitud para ir más allá de las solas obligaciones contractuales y comprender así todas las obligaciones, cualquiera que sea su hecho generador, tanto las que resultan de un hecho jurídico como las que se derivan de un acto jurídico" en Teoría General del Contrato. Santafé de Bogotá, Ed. Temis, 1993, Volumen l, Pág. 39.


� [10] Al respecto ver Javier Tamayo Jaramillo, op. Cit. Pág. 194.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 24 de junio de 1998, exp. 10530, actor; Mirelda Acota Vásquez y otras, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� [4] El artículo 1 de dicha ley establece: 'Finalidad. La Policía Nacional, como parte integrante de las autoridades de la República y como cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, está instituida para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida honra bienes, creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Así mismo, para el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz".


� [5] "Se ha dicho que al Estado se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías y de la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe concluirse que el Estado debe todo cuanto esté a su alcance". Sentencia del 15 de febrero de 1996, exp: 9940.


� [6] Ver, entre otras, sentencia de 11 de octubre de 1990, exp. 5737; 15 de febrero de 1996, exp. 9940; 19 de junio de 1997, exp 11.875; 30 de octubre dê 1997, exp: 10958 y 5 de marzo de 1998, exp. 10.303.


� [7] Precisión realizada por la Sala en providencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585.


� [8] Así, por ejemplo, en sentencia de 11 de octubre de 1990, exp. 5737, dijo la Sala “Es cierto que en los términos del artículo 16 de la Constitución Política las autoridades están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra y bienes y que a partir de este texto se fundamente la responsabilidad del Estado, pero también lo es que esa responsabilidad no resulta automáticamente declarada cada vez que una persona es afectada en tales bienes pues la determinación de la falla que se presente en el cumplimiento de tal obligación depende en cada caso de la apreciación a que llegue el juzgador acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, como se hubieren sucedido los hechos así como de los recursos con que contaba la administración para prestar el servicio, para que pueda deducir que la falla se presentó y que ella no tiene justificación alguna, todo dentro de la idea de que "nadie es obligado a lo imposible". Así lo ha reconocido en varias oportunidades esta Sala y al efecto puede citarse la sentencia del 7 de diciembre de 1.977 en donde dijo: 'Hay responsabilidad en los casos en que la falta o falla administrativa es el resultado de omisiones actuaciones, extralimitaciones en los  servicios que el Estado está en capacidad de prestar a los asociados, mas no en los casos en que la falta tiene su causa en la imposibilidad absoluta por parte de los entes estatales de prestar un determinado servicio". (Exp. N° 1564, Actor: Flota La Macarena, Anales, Segundo Semestre 1.977, pág. 605). Sí bien es cierto que en esta materia el juez de la administración debe tener en cuenta que "la pobreza [del Estado] no lo excusa de sus obligaciones", ello no quiere decir que en cada caso concreto no deba tener en cuenta por ejemplo, las disponibilidades con que pueda disponer el ente demandado para cumplir con las funciones que le correspondan, como sería en eventos como de sub - lite, la consideración de la imposibilidad de tener fuerza policial disponible en forma más o menos permanente en cada una de las cuadras en que están divididas las avenidas, calles y carreras de una ciudad como Bogotá y con mayor razón cuando una parte importante de aquella tiene que ser destacada en un lugar donde se estén desarrollando desórdenes o tumultos. Con esto, naturalmente no se quiere significar que la apreciación del juez sobre las anotadas circunstancias de tiempo, modo y lugar deba ser benigna (por el contrario, debe ser rigurosa), pero sin olvidar la máxima expuesta acerca de la no obligatoriedad a lo imposible y teniendo siempre presente que dicha máxima jamás debería utilizarse para justificar una indefensión de la administración al deber de protección a la vida de los ciudadanos, valor fundamental de un Estado de Derecho".


�[9] En sentencia de 14 de mayo de 1998, exp. 12.175, dijo la Sala: "…si bien es cierto esta corporación ha sostenido que dentro de la filosofía del Estado social de derecho no es posible responsabilizar al Estado Colombiano por todo tipo de falencias que las circunstancias de pobreza del país evidencian en multitud de casos "pues el juez tiene que ser consciente de la realidad social en que vive, y no dejarse deslumbrar por el universo que tienen las palabras o conceptos políticos o jurídicos", de allí no puede seguirse, como corolario obligado, que los daños que padecen los ciudadanos por vivir expuestos a situaciones de peligro permanente hayan de quedar siempre librados a la suerte de cada cual. En efecto, las implicaciones y el grado de compromiso que el Estado constitucional contemporáneo exige para todas las autoridades públicas supone un análisis de cada caso concreto en procura de indagar si la denominada falla del servicio relativa, libera a éstas de su eventual responsabilidad. Dicho en otros términos, no es aceptable que frente a situaciones concretas de peligro para los ciudadanos, estudiadas y diagnosticadas de vieja data, pueda invocarse una suerte de exoneración general por la tan socorrida, como real, deficiencia presupuestal".


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 25 de febrero de 2009, exp. 18001-23-31-000-1997-00007-01(18106), Mery León de Álvarez y otros, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� [6] El derecho internacional humanitario prohíbe el ataque a los civiles tanto en conflictos externos como internos. Así, el artículo 13 del Protocolo ll adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctima de los conflictos armados sin carácter internacional establece: "1. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.


2. No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.


3. Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación".


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 26 de enero de 2011, exp. 66001-23-31-000-1998-00241-01(18429), actor: María Doris Henao y otros, C.P. Gladys Agudelo Ordóñez, sentencia del 26 de mayo de 2010, exp. 25000-23-26-000- 1995-01405-01(18950), actor: Segundo Gregorio Mosquera Forero y otros, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; y sentencia del 23 de junio de 2010, exp. 05001-23-24-000- 1993-00169-01(19426), actor: Myriam Yaneth Ramírez Herrera, C.P. Enrique Gil 


Botero.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 26 de enero de 2011, exp. 66001-23-31-000-1998-00241-01(18429), actor: María Doris Henao y otros, C.P. Gladys Agudeio Ordóñez.


� Consejo de Estado, Sala Plena Sección Tercera, sentencia del 14 de septiembre de 2011, exp. 05001-23-25-000-1994-00020-01(19031), actor: Antonio José Vigoya Giraldo y otros, C.P. Enrique Gil Botero.


� "El concepto de daño antijurídico se ha decantado a través de la jurisprudencia a partir de la norma constitucional referida, y se ha concluido que se trata de aquella lesión causada a un bien tutelado, que la víctima, como su titular, no tiene el deber jurídico de soportar. En este sentido, el Consejo de Estado ha dicho que “[l]a cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado implica que éste responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas, entendiéndose por daño antijurídico "el perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo" (nota n.° 7 de la Sentencias de 8 de mayo de 1995, Exp. 8118, y 8163 de 13 de julio de 1993, C.P. Juan de Dios Montes Hernández.). “(nota.° 8 de la providencia en cita: "Consejo de Estado, sentencia del 6 de junio de 2007, exp. 25000-23-26-000-1990-06968-01(16460), actor: William Javier Duarte Ruiz y otros, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.”). Igualmente, con base en esta concepción, manifestó que "no importa si el actuar de la Administración fue legal o no, para efectos de determinar la responsabilidad, puesto que la antijuridicidad no se predica de su comportamiento sino del daño sufrido por el afectado, que bien puede provenir de una actuación legítima de aquella" (nota n.° 9 de la providencia en cita: "Consejo de Estado, sentencia del 11 de mayo de 2006, exp. 68001-23-15-000-1995-00935-01(14400), actor: Lino Antonio Amortegui Guzmán y otros C.P. Ramiro Saavedra Becerra.”), en consideración a que lo que hace antijurídico el daño ya no se determina a partir de la calificación de la actuación u omisión de las autoridades públicas que lo producen, sino que se establece desde la perspectiva del daño en -sí mismo, es decir, sí éste tenía que ser soportado o no por quien lo sufre (nota n.° 10 de la providencia en cita: "Corte Constitucional, sentencia C- 038 del 1 de febrero de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. ').". Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 27 de septiembre de 2013, exp. 41001-23-31- 000-1997-09301-01 (27611), actor: Elcira Perdomo Silva y otro, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Preámbulo de la Constitución Política: "El Pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida (…)”.


Artículo 11 de la Constitución Política: "El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte". 





